ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIA / VALOR PROBATORIO DE LA PRUEBA TRASLADADA / PRESUPUESTOS DE LA PRUEBA TRASLADADA / PROCEDENCIA DE LA PRUEBA TRASLADADA / PRUEBA TRASLADADA SOLICITADA POR AMBAS PARTES / APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE LEALTAD PROCESAL / PRUEBAS EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

En cuanto al traslado de pruebas, esta Sección ha expresado, en varias ocasiones, que aquellas que no cumplan con los requisitos previstos en el artículo 185 del Código de Procedimiento Civil o que no hubieren sido solicitadas en el proceso contencioso administrativo por la parte contra la cual se aducen o no hubieren sido practicadas con audiencia de aquélla, no podrán valorase en el proceso contencioso administrativo. (…) en los eventos en los cuales el traslado de las pruebas recaudadas dentro de otro proceso es solicitado por ambas partes, dichas pruebas pueden ser tenidas en cuenta en el proceso contencioso administrativo, aun cuando hayan sido practicadas sin citación o intervención de alguna de ellas en el proceso original y no hayan sido ratificadas en el contencioso administrativo, considerando que, en tales casos, resulta contrario a la lealtad procesal que una de las partes solicite que la prueba haga parte del acervo probatorio pero que, en el evento de resultar desfavorable a sus intereses, invoque las formalidades legales para su inadmisión.
FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 185

NOTA DE RELATORÍA: Al respecto ver sentencias, de julio 7 de 2005, Exp 20300 y de febrero 21 de 2002, Exp 12789, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / ATAQUE GUERRILLERO / ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA POR TOMA GUERRILLERA / FALLA EN EL SERVICIO / POLICÍA NACIONAL / INFRACCIÓN AL DEBER OBJETIVO DE CUIDADO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / MUERTE DE MIEMBROS DE LA POLICÍA NACIONAL EN ACTOS DE SERVICIO / RESPONSABILIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL / OPERATIVO POLICIAL / DEBER DE VIGILANCIA DEL ESTADO
[E]l patrullero (…) y el Agente (…) fallecieron (…) como consecuencia de las múltiples heridas que recibieron durante una emboscada guerrillera de la que fue objeto la patrulla de policía que integraban en instantes que cumplían actos propios del servicio. (…) se encuentran demostradas las omisiones constitutivas de falla en el servicio, pues no hubo autorización o instrucciones precisas por parte de los oficiales superiores del Departamento del Tolima sobre el operativo policial que se debía realizar en la zona urbana del municipio de Planadas, ni se instruyó en debida forma a los policías sobre las condiciones en que debían efectuar el desplazamiento en ese sector, así como tampoco se ratificó o verificó la información recibida, ni mucho menos se adelantaron las gestiones necesarias para garantizar la vida e integridad de los uniformados, desconociéndose de esta manera, la obligación que tenía la demandada de supervisar y controlar el desplazamiento de la patrulla. Por lo anterior, es claro que aunque los agentes de policía debían asumir los riesgos propios del servicio, ello no implicaba que tuvieran que soportar las fallas en las que incurrió la administración, pues es evidente que en el asunto sub lite la muerte de los agentes (…) no provino propiamente de la peligrosidad de la actividad policial que desempeñaban, sino de la falla del servicio en que incurrió la entidad demandada.

PERJUICIO MORAL / ACREDITACIÓN DE LA RELACIÓN AFECTIVA PARA LA INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / CÁLCULO DE LA TASACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / PERJUICIO MORAL POR MUERTE / PERJUICIO MORAL POR MUERTE COMPAÑERO PERMANENTE / PERJUICIO MORAL POR MUERTE DE HERMANO / PERJUICIO MORAL POR MUERTE DE HIJO / PRESUNCIÓN DE PERJUICIO MORAL / MUERTE DE MIEMBROS DE LA POLICÍA NACIONAL EN ACTOS DE SERVICIO

[E]n los eventos en los que una persona fallece o sufre una lesión y ésta es imputable al Estado, ello puede desencadenar la indemnización de perjuicios morales, de tal manera que las personas que se sientan perjudicadas por dicha situación y hagan parte del núcleo familiar mas cercano, pueden reclamar la indemnización de estos perjuicios acreditando el parentesco con la víctima directa del daño, pues éste se convierte en un indicio suficiente para tener por demostrado el perjuicio sufrido, siempre que no hubieren pruebas que indiquen o demuestren lo contrario.
CÁLCULO DE LA TASACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA / FACULTAD DEL JUEZ DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
[E]sta Sala ha abandonado el criterio según el cual se estimaba procedente la aplicación analógica del artículo 106 del Código Penal de 1980, para establecer el valor de la condena por concepto de perjuicios morales; se ha considerado, en efecto, que la valoración de dicho perjuicio debe ser hecha por el juzgador, en cada caso, según su prudente juicio y se ha sugerido la imposición de condenas por la suma de dinero equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales.

PRESUNCIÓN DE PERJUICIO MORAL / MUERTE DE MIEMBROS DE LA POLICÍA NACIONAL EN ACTOS DE SERVICIO / TASACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / COMPAÑERA PERMANENTE / HIJA / INDEMNIZACIÓN A LA FAMILIA DE LA VÍCTIMA

[A]tendiendo la magnitud e intensidad del daño sufrido por los actores con la muerte de [La Víctima], por cuanto las reglas de la experiencia hacen presumir que el óbito de un pariente cercano causa un profundo dolor y angustia en quienes conforman su núcleo familiar, en atención a las relaciones de cercanía, solidaridad y afecto, la Sala condenará a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional, a pagar, por concepto de perjuicios morales, la suma de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes en favor de [La compañera permanente y la hija], respectivamente.

FUENTE FORMAL: LEY 100 DE 1980 - ARTÍCULO 106

NOTA DE RELATORÍA: Al respecto consultar sentencia del 6 de septiembre de 2001, Exp 13232-15646

PERJUCIOS MATERIALES / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL POR LUCRO CESANTE / LUCRO CESANTE DEBIDO / LUCRO CESANTE FUTURO / MUERTE DE MIEMBROS DE LA POLICÍA NACIONAL EN ACTOS DE SERVICIO / PARÁMETROS DE LIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE

[T]ratándose de la reclamación de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, formulada por un padre de familia, con ocasión de la muerte de un hijo, la Sala ha manifestado y así lo viene reconociendo, que habrá lugar al pago de dicha indemnización hasta que la víctima haya alcanzado la edad de 25 años, pues se presume que a partir de ese momento de la vida, éste decide formar su propio hogar. No obstante, si el padre o la madre acreditan que dependían económicamente de su hijo por la imposibilidad de solventarse o valerse por sí mismos, dicha indemnización podrá calcularse hasta la vida probable de aquellos.
MUERTE DE MIEMBROS DE LA POLICÍA NACIONAL EN ACTOS DE SERVICIO / PARÁMETROS DE LIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE / VALOR PROBATORIO DE LA PRUEBA TESTIMONIAL / LUCRO CESANTE DEBIDO / LUCRO CESANTE FUTURO

[S]i bien existen varios testimonios que indican que el [Occiso] le brindaba alguna ayuda económica a su madre y a sus hermanos, también lo es que en el plenario no existe prueba alguna que acredite que estos dependían económicamente de él o que estuvieran en imposibilidad de solventarse o valerse por si mismos; por el contrario, se encuentra plenamente establecido que al momento del deceso [De la Víctima] sus hermanos eras mayores de edad y se encontraban en posibilidad de velar económicamente por su madre en el evento de que ella lo llegase a necesitar. (…) En el sub judice está demostrado que el [Occiso] era agente de la Policía Nacional y que devengaba un salario (…) incluidas las prestaciones sociales a las que tenía derecho. (…) A éste valor se le deducirá un 25%, monto que se presume la víctima destinaba para sus gastos personales (…) Con el 50% de la suma anterior (…) se liquidará la indemnización debida y futura reclamada por la compañera permanente supérstite y con el otro 50%, se liquidará la indemnización debida y futura en favor de su hija.

NOTA DE RELATORÍA: Al respecto consultar sentencia del Consejo de Estado, Sección Tercera, de 8 de julio de 2009, Exp 17191, C.P. Myriam Guerrero De Escobar.
CONDENA EN COSTAS EN EL PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO / EXONERACIÓN DE COSTAS PROCESALES / IMPROCEDENCIA DE LA CONDENA EN COSTAS / REVOCATORIA DE LA CONDENA / REVOCATORIA DE FALLO DE PRIMERA INSTANCIA / MALA FE / ACTUACIÓN TEMERARIA EN EL PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

[L]a Sala revocará la condena en costas impuesta por el a quo, como quiera que no se considera que los actores hayan actuado de manera temerario o con mala fe, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 171 del C.C.A., modificado por el artículo 55 de la ley 446 de 1998.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTÍCULO 171 / LEY 446 DE 1998 - ARTÍCULO 55
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA
SUBSECCIÓN A

Consejera ponente: GLADYS AGUDELO ORDÓÑEZ (E)
Bogotá, D.C., veintiséis (26) de mayo de dos mil once (2011)

Radicación número: 73001-23-31-000-2000-1144-01(20552)

Actor: MYRIAM CORTÉS BARRERO Y OTROS
Demandado: NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA- POLICÍA NACIONAL-
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA 
Decide la Sala el recurso de apelación formulado por la parte actora contra la sentencia de 15 de marzo de 2001, proferida por el Tribunal Administrativo del Tolima, en la cual, se negaron las pretensiones de la demanda y se condenó en costas a la parte actora. 

I. ANTECEDENTES:

El 18 de noviembre de 1998, los señores Myriam Cortés Barrero, Sandra Jeanette Rojas Cortés, John Fáber Rojas Cortés y Luz Mary Valencia quien en nombre propio y representación de su hija Ibsharon Leonela Tapiero Valencia, a través de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa, interpusieron demanda en contra de la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional, con el fin de que se le declare patrimonialmente responsable de los perjuicios a ellos irrogados, con ocasión de la muerte del patrullero Rodrigo Alexánder Rojas Cortés y el agente de policía Leonel Tapiero Calderón, ocurridas el 25 de abril de 1998, durante una emboscada guerrillera en el área rural del municipio de Planadas –Tolima- (fls. 147 a 167 cdno. 2).

Como consecuencia de la anterior declaración, solicitaron que se condenara a la demandada a pagar, por concepto de perjuicios morales, el equivalente en pesos a 1.000 gramos de oro para cada uno de los demandantes; por perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente $5.400.000 en favor de la señora Myriam Cortés Barrero, $2.520.000 para Sandra Jeanette Rojas Cortés y $2.721.600 para John Fáber Rojas Cortés; por lucro cesante, en favor de la señora Myriam Cortés Barrero la suma de $36.000.000, a Sandra Jeanette $3.360.000, a John Fáber Rojas Cortés $3.360.000, a Luz Mary Valencia $134.597.854 y para Ibsharon Leonela Tapiero Calderón la cantidad de $61.167.545 (fls. 162 a 166 cdno. 2) 
En respaldo de sus pretensiones, los actores narraron en síntesis, los siguientes hechos:

1. Los señores Rodrigo Alexánder Rojas Cortés y Leonel Tapiero Calderón quienes ocupaban los cargos de patrullero y agente de la Policía Nacional respectivamente, fallecieron el 25 de abril de 1998 de manera violenta como consecuencia de una emboscada guerrillera perpetuada por miembros de las denominadas Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, en el área rural del municipio de Planadas del Departamento del Tolima.

2.  El 25 de abril de 1998, aproximadamente a las 7:15 AM, los miembros de la Policía Nacional Rodrigo Alexánder Rojas Cortés y Leonel Tapiero Calderón, junto con otros uniformados, por órdenes del Subteniente Luís Eduardo Cruz Martínez, salieron a verificar una información telefónica que se había recibido en la estación relacionada con la presencia de un vehículo que al parecer transportaba estupefacientes y que se encontraba en la salida de la población, por la vía que conduce a la Inspección de Bilbao.

3.  Los Policías Rodrigo Alexánder Rojas Cortés y Leonel Tapiero Calderón, al igual que otros miembros de la Policía Nacional se desplazaban en una motocicleta de la institución y cuando llegaron al sitio donde presuntamente se encontraba el automotor con las sustancias estupefacientes fueron emboscados y atacados por integrantes del grupo guerrillero de las FARC, quienes con armas de largo alcance y material de guerra explosivo causaron la muerte en forma aleve a los policías Rodrigo Alexánder Rojas Cortés, Leonel Tapiero Calderón, José Antonio Salcedo Barrios y José Miguel Contreras García, así como graves heridas al agente Armando Oyola Serrano.

4. La Policía Nacional incurrió en una manifiesta falla del servicio, toda vez que no sólo fue negligente en la estrategia militar que debía desarrollar para  atender la solicitud formulada supuestamente por la comunidad, sino porque además dejó sin comandante titular a la estación de policía del municipio de Planadas, pues le concedió vacaciones al Subteniente Eivar Fernando Alonso Moreno y otorgó permiso al otro oficial Wilmar Mojica Medida, dejando como comandante encargado al Subintendente Luís Eduardo Cruz Martínez, a pesar de que el Comandante del Distrito sabía que dejar sin oficiales a esa unidad policial constituía un riesgo por la difícil situación de orden público que se presentaba en esa región.

5. El Subintendente Luís Eduardo Cruz Martínez asumió el cargo de Comandante de la estación de policía de Planadas, sin tener capacitación o instrucción alguna sobre las estrategias militares que se debían seguir en las áreas de alto riesgo y con presencia de grupos subversivos, por lo que de manera sumisa e incauta se dejó engañar por miembros del grupo subversivo que a través de una comunicación telefónica propiciaron que el comandante inexperto saliera con sus hombres sin verificar previamente la información recibida.

  6. El Comandante encargado de la estación de policía de Planadas no elaboró una estrategia militar adecuada para cumplir con el servicio que debían prestar y desconoció la circular emanada de la Dirección General de la Policía, la cual exigía que para salir a patrullar o atender un caso con fusil en el área rural, la patrulla debía conformarse por lo menos con 9 unidades en la que estuviera por lo menos un suboficial o un subintendente, pero el Comandante encargado en su afán de querer dar parte positivo sobre la información telefónica que había recibido conformó la patrulla con siete policías incluido él mismo.

7. El Subintendente Luis Eduardo Cruz Martínez no tenía la preparación e instrucción policial que se requería para desempeñar el cargo de comandante, pues no recibió capacitación alguna por parte de los Comandantes del Departamento, como quiera que el Comandante del Distrito de Chaparral al momento de encargarlo apenas le dio unas sugerencias telefónicas y no lo citó  personalmente para darle las instrucciones correspondientes, en especial las establecidas en la circular No. 017 DIPLA –SERPO-332, proferida por la Policía Nacional.  

8. La actitud del Comandante encargado de la estación fue apresurada e ingenua, pues salió a cumplir una misión de patrullaje, sin realizar una indagación preliminar sobre la información telefónica que había recibido y sin cerciorase sobre el estado de la vía y la presencia de miembros de la subversión en la zona.   

9. La disposición táctica ordenada por el Subintendente Luís Eduardo Cruz Martínez, constituyó un error grave de estrategia militar, toda vez que los policías no tenían instrucción o planeación alguna sobre la misión que debían cumplir y no  se desplazaban a la distancia prudente, pues algunos iban muy retirados de la patrulla, al punto que los policías que marchaban con el comandante no tuvieron posibilidad de reaccionar ante las explosiones y ataques de que fueron víctimas los policías que patrullaban al frente de él. 

10. La muerte del subintendente Rodrigo Alexánder Rojas Cortés y el agente Leonel Tapiero Calderón tuvo por causa la falla del servicio por la negligente estrategia militar del subintendente Luís Eduardo Cruz Martínez y el error en el que incurrieron los Comandantes de Policía del Distrito de Chaparral y del Departamento del Tolima al designar al mencionado subintendente como comandante encargado de la estación de policía (fls. 146 a 153 cdno. 2) 

 2. La demanda se admitió el 12 de mayo de 2000 y fue notificada debidamente a la demandada, quien se opuso a las pretensiones y solicitó la práctica de pruebas. Señaló que los actores no demostraron la falla del servicio que endilgaron a esa entidad y luego de referirse a las áreas de instrucción que reciben los funcionarios de la Policía Nacional, manifestó que el subintendente Luís Eduardo Cruz Martínez tenía la experiencia y formación profesional requerida para desempeñar el cargo de Comandante de Estación.

Por último, adujo que el Comandante del Distrito de Chaparral estuvo pendiente del encargo del Subintendente Cruz Martínez, pues en varias ocasiones le impartió instrucciones verbales y telefónicas (fls. 178 a 180 cdno. 2). 

3. Vencido el período probatorio y fracasada la audiencia de conciliación, el 21 de agosto de 2000, se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio de Público para que rindiera concepto (fl. 196 cdno. 2). 

 Los actores reiteraron los argumentos expuestos en la demanda y  manifestaron que estaba demostrada la falla del servicio de la entidad demandada, toda vez que los oficiales superiores de los policías Rodrigo Alexánder Rojas Cortés y Leonel Tapiero Calderón no tomaron las medidas de prevención y seguridad necesarias para evitar el ataque guerrillero, aún cuando conocían que esa zona era peligrosa y estaba atestada de subversivos. 

Así mismo, señalaron que ninguno de los policías fallecidos en la emboscada estaba de servicio, pues éstos acababan de cumplir su turno y participaron en la patrulla por orden del comandante encargado, quien no planeó la estrategia correcta para llevar a cabo el operativo policial.  
Manifestaron que los comandantes del Distrito de Chaparral y del Departamento de Policía no solo omitieron tomar las medidas prudentes y necesarias para garantizar la vida e integridad de los policías, sino que además los sometieron a un riesgo mayor, pues dejaron la estación de Planadas al mando de un subintendente que no tenía la experiencia ni la instrucción para hacerlo.

Por último, sostuvieron que la inobservancia de una adecuada estrategia militar facilitó que la guerrilla llevara a cabo la emboscada que causó la muerte de los agentes de la institución demandada. (fls. 112 a 118 cdno. 2).

La demandada, manifestó que no hay prueba alguna que demuestre que  existió falla en el servicio imputable a esa entidad y que la profesión de policía conlleva unos riegos propios del servicio, que los señores Rodrigo Alexánder Rojas Cortés y Leonel Tapiero Calderón aceptaron voluntariamente cuando ingresaron a esa Institución. 

Argumentó que la emboscada ocurrió dentro del barrio la Floresta Alta y que por ser esa zona perímetro urbano la patrulla debía contar con 5 unidades y para el patrullaje se dispusieron 6 con el debido armamento para cumplir el servicio.

Finalmente, adujo que la muerte de los policías Rodrigo Alexánder Rojas Cortés y Leonel Tapiero Calderón no ocurrió por una falla de la demandada, sino por la concreción de un riesgo propio del servicio y que en el proceso disciplinario que se adelantó contra el subintendente Luís Eduardo Cruz Martínez se demostró que no cometió el delito de desobediencia, toda vez que no infringió ninguna orden impartida por los mandos superiores, como quiera que la emboscada no sucedió en una zona rural sino en una urbana (fls. 200 y 201 cdno. 2)     

El Ministerio Público guardó silencio.

II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

 En sentencia de 15 de marzo de 2001, el Tribunal Administrativo del Tolima, negó las pretensiones de la demanda.  Al respecto, el a quo puntualizó:

“Por ello es preciso detallar que en el presente caso se desbordó la normalidad de la actividad exponiendo directamente a los miembros de la policía a ese riesgo, lo cual se determina a través de la omisión del Comandante encargado quien debió consultar la salida de la patrulla a (sic) verificar una información, lo cual independientemente de la zona urbana o rural donde se produjo la emboscada, era necesario por el sólo hecho de ser una zona de carácter especial, consultar la decisión con el Superior- Comandante de la Estación de Chaparral – (sic), así mismo el comandante encargado de la estación, manifestó durante su versión ante la Oficina de Investigación de la Policía Nacional que “No había hecho curso de mando y dirección, ya que sólo tenía quince días de haber cambiado de especialidad” (folio 47); además la actitud del funcionario encargado de la estación fue la de abandonar y no apoyar a su patrulla una vez ocurridos los hechos, ya que éste se regresó a la estación (folios 33, 47) contrariando de esta manera las instrucciones o directrices trazadas por la Policía Nacional en caso de desplazamiento del personal para evitar precisamente ser emboscados; igualmente se cuestiona que no hubo el planeamiento de una estrategia por parte del comandante, ello se deduce de la declaración del Agente OYOLA SERRATO ARMANDO, quien manifestó no haber recibido instrucción antes de salir al servicio dentro de una declaración ante la funcionaria investigadora de la Policía Nacional (fl. 53). Es necesario precisar que estos hechos se extraen de las pruebas allegadas dentro del proceso y que hacen parte de las declaraciones que en su momento fueron recepcionadas por parte del organismo encargado de adelantar el respectivo proceso disciplinario contra el comandante encargado de la Estación, pero dichas declaraciones no fueron controvertidas frente o directamente contra el ahora demandado MINISTERIO DE DEFENSA- POLICIA NACIONAL- sino que por el contrario ahora se pretende darles valor probatorio dentro del proceso contencioso, sin que estas hayan sido por lo menos ratificadas por la parte afectada dentro del mismo. Es por ello que esta Corporación se abstiene de reconocerles el valor probatorio dentro del presente caso.

“Lo anterior lleva a concluir lo siguiente por parte de la Corporación, uno, que es cierta la ocurrencia del hecho objeto de la presente acción y la consecuente producción del daño, dos, que los accionantes debieron probar por cualquier medio idóneo la falla del servicio, puesto que con las pruebas debidamente allegadas no es posible determinar la existencia de ésta, y por ende no es posible imputar responsabilidad alguna al Estado. (fls. 209 a 215 cdno. 1) 
Recurso de Apelación
Los actores formularon recurso de apelación contra la sentencia anterior, en el que manifestaron que el a quo pese a reconocer que los miembros de la policía fallecidos fueron expuestos en su actividad a un riesgo excepcional derivado de la omisión, ineptitud e inexperiencia y falta de estrategia del comandante encargado de la estación de policía del municipio de Planadas, negó las pretensiones de la demanda por considerar que aunque dichos acontecimientos estaban acreditados en el proceso disciplinario adelantado por la policía y que tales medios probatorios no pueden ser valorados en este proceso porque según su concepto, la entidad demandada no tuvo oportunidad de controvertirlos y porque además no fueron ratificados en este proceso.

Señalaron que las pruebas que obran en el proceso disciplinario tienen pleno valor probatorio, toda vez que fueron decretadas por el a quo en el auto de 16 de agosto de 2000 y fueron aportadas en copia auténtica por la entidad demandada, la cual intervino directamente en su práctica.

Manifestaron que el Tribunal de instancia erró al afirmar que la Policía Nacional no tuvo oportunidad de controvertir dichas pruebas, pues fue esa entidad la que las decretó y practicó y con base en ellas tomó decisiones administrativas como la de sancionar disciplinariamente al Comandante encargado de la Estación de Planadas, subintendente Luís Eduardo Cruz Martínez.

Por lo anterior, indicaron que las pruebas trasladas del proceso disciplinario reúnen los requisitos para ser tenidas en cuenta en el asunto sub lite y se les debe otorgar el valor probatorio que les corresponde, toda vez que las mismas acreditan de manera fehaciente los hechos narrados en la demanda.   

Adujeron que los comandantes de policía del Departamento del Tolima y del Distrito de Chaparral incurrieron en un error grave al dejar sin comandante a la estación de Planadas y omitieron cumplir su obligación de brindar la seguridad necesaria a los agentes que se acantonaban en esa unidad policial.

La falla en el servicio comenzó cuando los mencionados comandantes desampararon la estación de policía de Planadas al conceder vacaciones a su comandante y permiso a otro oficial, haciendo que ésta quedara sin ningún oficial al mando, pese a ser una unidad policial que por estar permanentemente asediada por grupos subversivos debía estar regentada por un policía de grado oficial. 

Señalaron que los medios de prueba que obran en el expediente demuestran que el subintendente que fue encargado del Comando de la estación de Planadas no estaba capacitado y entrenado académicamente para asumir esa responsabilidad, pues de un lado, su especialidad no era el orden público, y de otro, no recibió instrucciones ni órdenes de operación por parte de los Comandantes que lo encargaron, toda vez que ni siquiera se entrevistó personalmente con el comandante del Distrito de Chaparral.

La improvisación y falta de de responsabilidad de los Comandantes de la Policía Nacional fue aprovechada por los miembros de la guerrilla, quienes al percatarse de las falencias policiales, procedieron a preparar un ataque que produjo como consecuencia la muerte de varios uniformados y la pérdida de un importante material de guerra de propiedad estatal. 

Adujeron que la inexperiencia y falta de estrategia militar del subintendente encargado del comando de la estación y los graves errores administrativos de los mandos superiores, propiciaron que los agentes acantonados en esa unidad policial se expusieran al ataque subversivo en condiciones de tanta desfavorabilidad que no tuvieron oportunidad de reacción alguna, provocándose que perecieran la mayoría de los uniformados que integraban la patrulla.  

Finalmente, manifestaron que estaban acreditados los elementos de la responsabilidad del Estado, y por tal razón, deberían reconocerse los perjuicios solicitados en la demanda (fls. 219 a 233 cdno.1) 

III. TRÁMITE DE SEGUNDA INSTANCIA:
El recurso de apelación fue concedido el 16 de abril de 2001 (fl. 234 cdno. 1) y se admitió en esta Corporación el 18 de julio siguiente (fl. 239 cdno. 1). En el traslado para alegar de conclusión, la entidad demandada reiteró los argumentos expuestos en la primera instancia y agregó que el daño no era imputable a esa entidad, como quiera que la muerte de los policías fue causada por miembros de un grupo subversivo, lo cual constituía un eximente de responsabilidad de culpa de un tercero (fls. 242 a 244 cdno. 1).    

La parte actora y el Ministerio Público guardaron silencio, según se indicó en el informe secretarial que obra en el folio 246 del cuaderno principal. 

IV. CONSIDERACIONES:

Cumplidos los trámites propios de la segunda instancia, sin que exista causal alguna de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 15 de marzo de 2001, proferida por el Tribunal Administrativo del Tolima. 
PRUEBAS TRASLADADAS.
Además de las pruebas aportadas al plenario con el escrito de la demanda, los actores y la entidad demandada solicitaron el traslado de algunas de los procesos penal y disciplinario que se adelantaron como consecuencia de los hechos ocurridos el 25 de abril de 1998, en el municipio de Planadas Tolima, en los que fallecieron los uniformados Rodrigo Alexánder Rojas Cortés y Leonel Tapiero Calderón (fls. 160 y 179 cdno. 2).

Las mencionadas pruebas fueron decretadas por el Tribunal de instancia en auto de 16 de agosto de 2000 y mediante oficios del 12 y 24 de octubre de 2000, el Coordinador de Asuntos Jurídicos y Disciplinarios de la Policía Nacional allegó copia auténtica del proceso disciplinario que se adelantó en contra del Subintendente Luis Eduardo Cruz Martínez, por los hechos ocurridos el 25 de abril de 1998, en los que fallecieron cuatro policías en el municipio de Planadas –Tolima- (fls. 21 y 113 cdno. 3)  

En cuanto al traslado de pruebas, esta Sección ha expresado, en varias ocasiones, que aquellas que no cumplan con los requisitos previstos en el artículo 185 del Código de Procedimiento Civil o que no hubieren sido solicitadas en el proceso contencioso administrativo por la parte contra la cual se aducen o no hubieren sido practicadas con audiencia de aquélla, no podrán valorase en el proceso contencioso administrativo
. También ha dicho la Sala que, en los eventos en los cuales el traslado de las pruebas recaudadas dentro de otro proceso es solicitado por ambas partes, dichas pruebas pueden ser tenidas en cuenta en el proceso contencioso administrativo, aun cuando hayan sido practicadas sin citación o intervención de alguna de ellas en el proceso original y no hayan sido ratificadas en el contencioso administrativo, considerando que, en tales casos, resulta contrario a la lealtad procesal que una de las partes solicite que la prueba haga parte del acervo probatorio pero que, en el evento de resultar desfavorable a sus intereses, invoque las formalidades legales para su inadmisión
.

En ese orden de ideas, es evidente que no le asistió razón al a quo de no otorgar valor probatorio a las pruebas trasladadas de los procesos penal y disciplinario, pues como se indicó éstas fueron solicitadas por los demandantes y coadyuvadas por la entidad demandada, la cual además de intervenir en su práctica las allegó al plenario en copia auténtica, razón por la cual pueden ser valoradas en este proceso. 

De conformidad con las pruebas practicadas válidamente en el plenario, se encuentra acreditado lo siguiente: 
1. Se encuentra acreditada la muerte de los señores Rodrigo Alexánder Rojas Cortés y Leonel Tapiero Calderón, con los registros civiles de defunción expedidos por la Registraduría del Estado Civil de Planadas y el Notario Primero del Circuito del Espinal, así como los protocolos de necropsia, en los que se indicó que fallecieron de manera violenta el 25 de abril de 1998 (fls. 4 cdno. 2  y 8, 114 cdno 3). 

2. En el protocolo de necropsia del cadáver de Rodrigo Alexánder Rojas Cortés, el Instituto Nacional de Medicina Legal – Seccional Tolima-, se consignó: 

“NOMBRE: RODRIGO ALEXÁNDER ROJAS CORTES

EDAD: Sin establecer

SEXO: Masculino
AUTORIDAD: Inspección de Policía de Planadas

FECHA DE MUERTE: 25 de abril de 1998 Hora: 07:20

PROCEDENCIA DEL CADAVER: Municipio de Planadas
EXAMEN EXTERNO

“Descripción del cadáver: Hombre joven con múltiples heridas causadas por elementos explosivos y proyectil de arma de fuego…se documentan lesiones tipo “paso de proyectil” en cara latero externa de los antebrazos y cara anterior de la pierna derecha. Así como en región escapular izquierda.

CONCLUSIÓN: Hombre joven que fallece en choque neurogénico secundario a extensas laceraciones cerebrales ocasionadas por proyectil con arma de fuego tipo carga única de alta velocidad. Los hallazgos son propios de un enfrentamiento armado como lo indica el acta de levantamiento…” (fls. 8 y 9 cdno. 3)

3. El Instituto Nacional de Medicina Legal -Seccional Tolima-, en el protocolo de necropsia del cadáver de Leonel Tapiero Calderón, señaló:

“NOMBRE: LEONEL TAPIERO CALDERON
EDAD: Sin establecer

SEXO: Masculino
AUTORIDAD: Inspección de Policía de Planadas

FECHA DE MUERTE: 25 de abril de 1998 Hora: 07:00

PROCEDENCIA DEL CADAVER: Municipio de Planadas
EXAMEN EXTERNO

“Descripción del cadáver: Hombre joven con múltiples heridas causadas por elementos explosivos y proyectil de arma de fuego…Presenta múltiples heridas abiertas de bordes irregulares y equimóticos algunas concluyentes que miden entre 1 y 2 cms de diámetro en los miembros superiores, tipo “lesiones por granada”.

CONCLUSIÓN: Hombre joven que fallece en choque neurogénico secundario a extensas laceraciones cerebrales ocasionadas por proyectil con arma de fuego tipo carga única de alta velocidad; documentándose además durante la necropsia lesiones por elementos explosivos durante enfrentamiento armado según información aportada en el acta de levantamiento. (fls. 93 y 94 cdno. 3)

4. Respecto de la forma como sucedieron los hechos en que fallecieron los agentes de la policía Rodrigo Alexánder Rojas Cortés y Leonel Tapiero Calderón, obra el informe rendido por el Subintendente Luís Eduardo Cruz Martínez al Comandante Quinto del Distrito de Policía de Chaparral, en el que le manifestó:

“Respetuosamente me permito informar a mi mayor los hechos sucedidos el día 25-04-98, siendo aproximadamente 07:15 horas, en el sitio denominado Barrio La Floresta Alta, esta localidad, donde por medio de una llamada telefónica informan sobre un vehículo marca RENEGADE, color amarillo de placas de Pereira, y que en dicho vehículo transportaban droga y que en él se movilizaban tres personas dos hombres y una mujer, que el vehículo se encontraba parquiado (sic) a unas cuatro o cinco cuadras arriba de la Caja Agraria, quien dio la información se hizo pasar por conductor de la Empresa de Transportes COOTRANSPLANADAS, no quiso dar el nombre ya que manifestó no comprometerse, le pregunté el número telefónico de dicha empresa y me dio el siguiente número 265150 el cual constaté y era real, me comunicó que él quería hablar con el Teniente, yo le dije que no se encontraba y el me respondió que pesar, porque él era amigo de confianza y que le quería dar la información o al Agente USECHE SOACHE. La llamada telefónica la efectuaron aproximadamente a las 07:10 horas, en ese momento se encontraba el personal que realizaba el segundo turno y el que había efectuado el primero, yo les comuniqué sobre la llamada, todos estábamos de acuerdo para ir a constatar la información ya que se trataba que era dentro del perímetro urbano y había personal suficiente en ese momento, en el momento de la llamada me encontraba en pijama, les comuniqué que me esperaran que no me demoraba vistiéndome, cuando salí ya en traje de uniforme únicamente en la guardia se encontraba esperándome el Agente USECHE SOACHE JOSE ARNUBIO, le pregunté que las tres motos qué se habían hecho y me contestó que ya se habían dirigido al lugar donde posiblemente se encontraba el vehículo, de inmediato me trasladé con el agente USECHE al lugar unas cuatro cuadras arriba de la Caja Agraria, le pregunté a una señora que se encontraba afuera de su residencia  que si ella había visto pasar unos compañeros, la que me contestó que los había visto pasar por la carretera vía al RUBY, los seguimos y cuando habíamos recorrido unos quinientos o setecientos metros aproximadamente después de la información de la señora, sitio exacto parte alta Barrio la Floresta perímetro urbano esta localidad, fuimos emboscados por un grupo de subversivos pertenecientes a las FARC, de inmediato efectué disparos hacia el lugar de la emboscada, al darme cuenta que posiblemente me encontraba solo y sin un lugar propio donde atrincherarme retrocedí ya que el fuego era nutrido y me dirigí a la Estación a informar la novedad al Comando del Distrito y solicitar apoyo, minutos después de encontrarme en la Estación se acercó el agente SANCHEZ AREVALO quien manifestó que un conductor de una UAZ le había dicho que se encontraban cuatro policías tendidos en la vía al parecer muertos. Posteriormente como a las 08:30 horas regresó el personal que salió en apoyo con cuatro policías muertos y el agente Oyola, dándome cuenta que los occisos eran el Patrullero ROJAS CORTES RODRIGO ALEXÁNDER, Agentes CONTRERAS GARCIA JOSE MIGUEL, SALCEDO BARRIOS JOSE ANTONIO y TAPIERO CALDERON LEONEL, posteriormente el Agente OYOLA me manifestó que se encontraba herido siendo trasladado a las ciudades de Chaparral o Ibagué… se informó al señor Inspector de Policía de esta localidad y al señor Fiscal Cuarenta y ocho Local para que practicaran el levantamiento de los occisos al término fueron traslados en los helicópteros de la Policía Nacional los cuerpos para la respectiva necropsia en la Ciudad de Ibagué.  

“MATERIAL DE GUERRA PERDIDO: Fusiles SAR GALIL nros 8-1936141-8-1949631-9-1936474, REVOLVER Calibre 38 largo marca SMITH & WESSON…, Granadas de fragmentación…, Granadas para lanzar con fusil, cartuchos calibre 7.62 trescientos (300), proveedores para fusil doce (12) Cartuchos calibre 38 largo doce (12)…” (fls. 111 y 112 cdno. 3)                     

4.1.  El Comandante del Distrito de Policía de Chaparral mediante oficio del 25 de abril de 1998, le informó al Comandante del Departamento de Policía del Tolima lo siguiente:

“Una vez hice presencia en planadas se constató que el material de guerra hurtado fue: Fusil Sar Galil No. 8-

“Aclaro a ese Comando que el señor S.I. CRUZ MARTINEZ LUIS EDUARDO, se encontraba como Comandante Encargado de la Estación de Policía Planadas desde el día 220498, en razón que el Subcomando del Departamento mediante poligrama No. 2527 del 160498, le autorizó cinco días de vacaciones al señor ST. ALONSO MORENO EIVAR FERNANDO, porque éste poseía problemas de índole familiar y que el mencionado oficial salió a disfrutar sus vacaciones el día 220498, en razón que al mismo tiempo el Subcomando del Departamento le autorizó cinco días de permiso al señor ST. MUJICA MEDINA WILMAR y en vista de la difícil situación de orden público determiné sacar primero al ST. MUJICA MEDINA WILMAR y una vez regresara sacar a vacaciones al señor ST. ALONSO MORENO EIVAR FERNANDO ya que no era conveniente sacar al mismo tiempo a los dos oficiales.

“Al momento que encargué como Comandante de la Estación al señor SI. CRUZ MARTINEZ LUIS EDUARDO, personalmente lo llamo por teléfono, dándole instrucciones y consignas concretas, especialmente que si tenía información de algún caso a la periferia del pueblo no saliera y que consultara con el Comando de Distrito que éste le impartiría órdenes o sobre cualquier caso de policía que tuviese dudas, que este Comando estaba presto a orientarlo o en ultimo caso al Comandante de la Estación Gaitana; más sin embargo el señor SI. CRUZ MARTINEZ LUIS EDUARDO, no me informó nada relacionado a este caso y de acuerdo por lo averiguado al ST. MUJICA MEDINA WILMAR, comandante de la estación Gaitana, tampoco solicitó orientación y por el contrario me di cuenta del hecho cuando ya había ocurrido.” (fl. 109 y 1011 cdno. 3) (Resalta la Sala)      

4.2. El Comandante de Policía del Departamento del Tolima en “EL INFORME ADMINISTRATIVO POR MUERTE No. 002/98”, manifestó:

HECHOS:

“Los ocurridos el día 250498, siendo aproximadamente las 07:10 minutos en la Estación de Policía rural de Planadas Tolima, el Comandante de guardia recibió una llamada telefónica, el interlocutor preguntaba por el comandante de la unidad a lo cual contestó el SI. CRUZ MARTINEZ LUIS EDUARDO como Comandante encargado, un particular le informó, que había un vehículo amarillo marca renegado, de placas de Pereira, y que en el mismo al parecer había droga, que viajaban tres personas entre éstos una mujer, se encontraban más o menos a cinco cuadras de la caja agraria, acto seguido el Subintendente se traslada con varias unidades en motos de propiedad de los uniformados, inclusive salió el personal que había efectuado primer turno de servicio del cual hacía parte el patrullero ROJAS CORTES, a un kilómetro a la salida del pueblo fueron emboscados por una columna de las FARC al mando de JOSE LOZADA y/o Héroes de Marquetalia, los cuales los atacaron con ráfagas de armas largas y explosivos causando la muerte en forma violenta al PT. ROJAS CORTES en el lugar, con tres unidades más, herido otro uniformado, de todas las pruebas recaudadas se pudo establecer que el extinto agente TAPIERO CALDERON, había entregado primer turno de servicio recibiendo la orden del S. I. CRUZ MARTINEZ  de conformar la patrulla que se desplazaba a constatar la información reportada, situación ésta que obedeció el Agente como le corresponde a cualquier subordinado, no existiendo una debida instrucción y planeación de la misión a cumplir por parte del comandante e ignorando a sus superiores para efectuarles la respectiva consulta del caso para su desplazamiento teniéndose en cuenta la situación de orden público reinante en la zona, presentándose el acontecimiento ya enunciado, por tal razón, las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se produjo el asesinato del patrullero ROJAS CORTES RODRIGO ALEXÁNDER ocurrió en actos del servicio y por causas inherentes al mismo.” (fls. 136 cdno. 3) (Resalta la Sala)     

41. En cuanto a la forma como sucedieron los hechos que produjeron la muerte de los policías Rodrigo Alexánder Rojas Cortés y Leonel Tapiero Calderón, el Patrullero Leonardo Fabio Carrillo Correa, en la declaración que rindió ante la Oficina Investigadora de la Policía de Ibagué, manifestó:
“Yo me encontraba de centinela parte de atrás del cuartel, cuando me llamó el Comandante que recibiera la guardia al agente USECHE, que iban a conocer un caso en el perímetro urbano, que porque habían llamado por teléfono, que yo recibiera la guardia, porque USECHE, tenía moto, entonces salieron a conocer el caso al momentito escuché ráfagas y una detonación fuerte, entonces yo informé a la central lo que escuchaba y que la patrulla había salido al perímetro urbano a conocer un caso y se escuchaban disparos, entonces llegó el agente Sánchez a apoyar la Estación, después se tuvo conocimiento por conductores que dijeron que había cuatro compañeros muertos arriba…PREGUNTADO: Diga al Despacho si usted sabía o tenía conocimiento qué clase de actividad iban a realizar los policiales que usted menciona anteriormente que salieron al servicio. CONTESTO. Que habían llamado por línea telefónica que iban al perímetro urbano a conocer un caso policial de un carro con droga. PREGUNTADO. Diga al Despacho si todo el personal que salió al servicio salieron de la estación igual o en forma dispersa. CONTESTO. Salieron dispersos donde iban unos adelante tomado medidas de seguridad… el comandante me dijo que le recibiera a USECHE y que hiciera la salida del servicio la cual procedí a hacerla…” (fls. 171 y 172 cdno. 3)

Sobre los mismos hechos, el Agente José Arnubio Useche Soache, señaló:

“El día de hoy yo recibí segundo turno de servicio como comandante de guardia en la Estación de Planadas, eran las siete horas cuando una llamada telefónica efectuada por la ciudadanía y contestó el señor Agente CONTRERAS GARCIA JOSE MIGUEL, y le informaron por esa misma línea que un carro color amarillo, tipo Renegado, de placas de Pereira, que al parecer se encontraba cargado de droga, por qué no iban a verificar, entonces él informó al S.I., y él verificó cuantos policías podían ir a verificar la información por orden de él yo entregué la guardia al PT. CARRILLO, para irnos en la moto salimos a verificar la información, salimos en cuatro motos por orden del Comandante del S.I., llendo (sic) a cuatro cuadras de la Caja Agraria nos emboscaron, yo era el último de las motos cuando estalló una bomba, entonces yo me tiré al abismo y caí a una quebrada y se formó la balacera, tiros por todos lados, donde gritaban yo disparé, gritaban allá va, era la guerrilla, yo me movilizaba con el S.I. cuando quedó todo en silencio, cuando sonaron las motos yo vi a los compañeros muertos, yo llegué, me bajé por la carretera y me encontré ya al AG. GUTIERRES CUBE y al AG. DOMINGUEZ GUERRA y al PT. CARRILLO LEONARDO, los llevé hasta el sitio y ahí paramos un carro y echamos a los muertos y los trajimos a la estación.

“PREGUNTADO: Diga al Despacho si el S.I. [Luís Eduardo Cruz Martínez] previo al desplazamiento del personal a ese lugar que medidas tomó, para el mismo. CONTESTO: Pues el ordenó que saliéramos, cuando yo me encontraba de comandante de guardia ordenó que le entregara a CARRILLO para que yo fuera, que salíamos en cuatro motos con seguridad. 

“PREGUNTADO: Diga al Despacho como iban distribuidos ustedes por la vía que conduce a Bilbao. CONTESTO: Las dos primeras motos iban los AG: SALCEDO BARRIOS JOSE ANTONIO, quien conducía con OYOLA SERRATO ARMANDO, detrás iba PT. ROJAS CORTES RODRIGO, iba con el AG. TAPIERO CALDERON LEONEL, en la tercer moto iba solo el AG. CONTREGARS GARCIA MIGUEL, A salcedo le dieron a quema ropa y el patrullero salió ileso mi moto iba de cuarto iba quien declara con el S.I. CRUZ cuando la detonación de la dinamita y se formó el tiroteo…”(fls. 180 y 181 cdno. 3) (Resalta la Sala)       

5. Respecto de las medidas de seguridad que debía observar el personal que conformaba la Estación de Policía de Planadas, el Comandante de esa unidad policial, mediante el acta No 007 DPTEP C 800, de 20 de abril de 1998, les indicó:

“En Planadas Tolima a los veinte (20) días del mes de abril de mil novecientos noventa y ocho (1998), siendo las 15:00 horas se llevó a cabo una reunión con todo el personal que conforma la Estación de Policía Rural Planadas, presidida por el señor Subteniente EIVER FERNANDO ALONSO MORENO, Comandante de la misma con el fin de dar amplias instrucciones y tratar asuntos relacionados con el servicio y bienestar del personal.

“(…)

“se habló sobre las consignas y órdenes dadas por los Comandos Superiores en los diferentes poligramas emanados de esos Comandos.

“Se les recalca la buena prestación del servicio, no abandonar el lugar de facción sin causa justificada, tener en cuenta que el menor descuido puede ser utilizado por los delincuentes o subversivos para atacarlos y saber que lo que está en juego es nuestras propias vidas y la armonía de nuestras familias.

“(…)

“Se le recalcó al personal informar al Comando de la Estación toda novedad que se presente, misma forma no salir al perímetro urbano, rural, sin previa autorización del Comando del Distrito o de Estación…” (fls. 97 y 98 cdno. 2)

5.1. Sobre las instrucciones del uso del fusil ZAR Galil en servicios de vigilancia urbana, la dirección General de la Policía Nacional, en la circular No. 033 del 9 de mayo de 1991, señaló:

“Es deber de todos los miembros de la Institución y en General de quienes ejercen el mando, velar que esta situación no se siga presentado, recurriendo a todas las medidas de control que estén al alcance, motivo por el cual se recuerdan las siguientes normas de carácter general:

“(…)

“3 Es necesario hacer un análisis y replantear en las zonas de desorden público, los servicios que se requieran para mantener una escuadra de Reacción Motorizada de 1-1-9, como apoyo en un momento determinado para contrarrestar cualquier acción delincuencial o subversiva y para respaldar procedimientos de Policía, en forma prioritaria se debe velar por la seguridad de las instalaciones cuartelarias, para lo cual queda autorizado el uso de armas de largo alcance…”

6. Mediante providencia de 30 de mayo de 2000, el Despacho del Director General de la Policía Nacional, al resolver el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del agente Luis Eduardo Cruz Martínez, contra el proveído del 15 de diciembre de 1999, mediante el cual el Departamento de Policía del Tolima lo destituyó, el a quem señaló:

“Un servidor público sólo podría ser sancionado si actúa con dolo y culpa y no responsabilizar al disciplinado por el resultado de los acontecimientos, ya que se estaría juzgando objetivamente, lo anterior, teniendo en cuenta que el a quo responsabiliza al AG. LUIS EDUARDO CRUZ MARTINEZ, por salir al perímetro rural de la estación sin previa autorización del Comandante de Distrito, debiendo estar pendiente de todos los aspectos, adoptar las medidas de seguridad necesarias, salir a patrullar el perímetro urbano mínimo con cinco unidades, en cualquier caso de policía que dude consulte al distrito etc., consignas e instrucciones de carácter general que se pueden catalogar como inherentes al desarrollo normal de las funciones que debe cumplir regularmente un  Comandante de Estación, cuya inobservancia por sí misma no estructura subjetivamente dicha falta, al observarse que el AG. CRUZ como Comandante Encargado de la Estación de Policía de Planadas una vez tuvo conocimiento que en el casco urbano se encontraba un vehículo sospechoso que transportaba droga, situación esta que no podía generar dudas sino por el contrario, proceder con agilidad como efectivamente lo hizo el encartado, el cual conformó una patrulla de seis unidades con el fin de verificar la información, a quienes les ordenó que por motivos de seguridad y táctica el desplazamiento lo hicieran separadamente, de a dos unidades y guardándose cierta distancia.

“De otra parte quedó demostrado que el sitio donde ocurrió la emboscada fue en el perímetro urbano del municipio de Planadas, como lo corrobora el señor perito topógrafo JOSE ROBERTO MUÑOZ OYOLA, quien da a conocer los hechos en comento “efectivamente quedaron dentro del perímetro urbano más exactamente en el barrio “La Floresta Alta, manzana que entregó marcada dentro del plano” obrante a folios 352 y 353, controvirtiéndose así los cargos realizados en primera instancia y comprobándose que el actuar del AG. CRUZ estuvo acorde a la realidad de los hechos, teniéndose en cuenta que en su lugar cualquier comandante habría actuado de la forma como lo hizo independientemente de los resultados, razones que dan lugar a que esta superioridad modifique el fallo de primera instancia, al tenerse en cuenta de igual manera, que durante la trayectoria institucional del encartado no le figura ninguna sanción disciplinaria y si por el contrario (20) felicitaciones, procediéndose a imponer 15 días de suspensión por haber transgredido el Decreto 2584 de 1993, toda vez que es un hecho cierto que el policial investigado no informó oportunamente los hechos materia de estudio y así haber recibido una orientación eficaz y conveniente.”(fl. 25 a 37 cdno. 3) (resalta la Sala)

De acuerdo con las pruebas referidas, está acreditado que el patrullero Rodrigo Alexánder Rojas Cortés y el Agente Leonel Tapiero Calderón, fallecieron el 25 de abril de 1998, en el municipio de Planadas –Tolima-, como consecuencia de las múltiples heridas que recibieron durante una emboscada guerrillera de la que fue objeto la patrulla de policía que integraban en instantes que cumplían actos propios del servicio. 

Así mismo, se encuentra acreditado que el personal policial que se encontraba acantonado en la Estación de Policía de Planadas, tenía instrucciones precisas de no salir al perímetro urbano o rural sin la autorización previa de los mandos superiores o del Comando del Departamento del Tolima o del Distrito.

De igual manera, de la prueba testimonial y documental recaudada, se puede inferir que el Comandante encargado de la Estación de Policía de Planadas, una vez recibió la comunicación telefónica que informaba sobre la presencia de un vehículo sospechoso en el municipio de Planadas, procedió a relevar un puesto de guardia y a disponer la salida de un grupo de policías hacia ese lugar sin informar a los comandos superiores sobre la salida al perímetro urbano de ese personal y sin adoptar estrategias o planes de seguridad que garantizaran la vida e integridad de los uniformados que debían cumplir el operativo policial.

Así las cosas, se encuentran demostradas las omisiones constitutivas de falla en el servicio, pues no hubo autorización o instrucciones precisas por parte de los oficiales superiores del Departamento del Tolima sobre el operativo policial que se debía realizar en la zona urbana del municipio de Planadas, ni se instruyó en debida forma a los policías sobre las condiciones en que debían efectuar el desplazamiento en ese sector, así como tampoco se ratificó o verificó la información recibida, ni mucho menos se adelantaron las gestiones necesarias para garantizar la vida e integridad de los uniformados, desconociéndose de esta manera, la obligación que tenía la demandada de supervisar y controlar el desplazamiento de la patrulla. 

Por lo anterior, es claro que aunque los agentes de policía debían asumir los riesgos propios del servicio, ello no implicaba que tuvieran que soportar las fallas en las que incurrió la administración, pues es evidente que en el asunto sub lite la muerte de los agentes Rodrigo Alexánder Rojas Cortés y Leonel Tapiero Calderón, no provino propiamente de la peligrosidad de la actividad policial que desempeñaban, sino de la falla del servicio en que incurrió la entidad demandada.

Bajo esa perspectiva, la Sala revocará la sentencia impugnada, y reconocerá los perjuicios a que haya lugar sin hacer ningún tipo de reducción, como quiera que se acreditó que la muerte de los policías no devino de un riesgo inherente a la actividad policial que desempeñaban sino de una falla en el servicio imputable exclusivamente a la entidad demandada. 
INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS

Perjuicios morales para la Familia del señor Rodrigo Alexánder Rojas Cortés.
Por la muerte del Patrullero Rodrigo Alexánder Rojas Cortés, concurrieron al proceso, su madre: Myriam Cortés Barrero y sus hermanos: Sandra Jeanette y John Fáber Rojas Cortés, según se desprende de la demanda y de los poderes debidamente conferidos a su apoderado judicial (fl. 1 cdno. 2).       
Los actores pidieron, por concepto de perjuicios morales, una suma equivalente, en pesos, a 1.000 gramos de oro, para cada uno de ellos (fls. 162 y 163 cdno. 2).  
Se encuentra acreditado que la señora Myriam Cortés Barrero es la madre del señor Rodrigo Alexánder Rojas Cortés, según la copia auténtica del registro civil de nacimiento expedida por el Notario Primero del Circuito del Espinal (fl. 3 cdno. 2), así como también está demostrado que Sandra Jeanette y John Fáber Rojas Cortés son hermanos del occiso, según la copia de auténtica de los registros civiles de nacimiento provenientes de la mencionada notaría (fls. 5 y 6 cdno 2).  

Así las cosas, según la jurisprudencia de la Sala, en los eventos en los que una persona fallece o sufre una lesión y ésta es imputable al Estado, ello puede desencadenar la indemnización de perjuicios morales, de tal manera que las personas que se sientan perjudicadas por dicha situación y hagan parte del núcleo familiar mas cercano, pueden reclamar la indemnización de estos perjuicios acreditando el parentesco con la víctima directa del daño, pues éste se convierte en un indicio suficiente para tener por demostrado el perjuicio sufrido, siempre que no hubieren pruebas que indiquen o demuestren lo contrario. 
Respecto de la cuantía de la indemnización de este perjuicio inmaterial, debe recordarse que, de conformidad con lo expresado en sentencia del 6 de septiembre de 2001, esta Sala ha abandonado el criterio según el cual se estimaba procedente la aplicación analógica del artículo 106 del Código Penal de 1980, para establecer el valor de la condena por concepto de perjuicios morales; se ha considerado, en efecto, que la valoración de dicho perjuicio debe ser hecha por el juzgador, en cada caso, según su prudente juicio y se ha sugerido la imposición de condenas por la suma de dinero equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales, en los eventos en que aquél se presente en su mayor grado de intensidad
.
En ese orden de ideas, la Sala condenará a la entidad demandada, a pagar, por concepto de perjuicios morales, la suma de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes, en favor de la señora Myriam Cortés Barrero y la suma de 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes, para Sandra Jeanette Rojas Cortés y John Fáber Rojas Cortés, respectivamente. 

Perjuicios materiales.
Si bien los actores solicitaron en la demanda que se condenara a la accionada a pagar unas sumas por concepto de daño emergente y lucro cesante, lo cierto es que del contenido de esta pretensión se infiere que las cantidades solicitadas realmente corresponden a la indemnización de perjuicios materiales pero en la modalidad de lucro cesante. 
En ese orden de ideas, la Sala de conformidad con las pruebas aportadas en el plenario, establecerá si la madre y los hermanos de la víctima tiene derecho o no a que se les reconozca dicha pretensión pecuniaria, no sin antes señalar que  tratándose de la reclamación de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, formulada por un padre de familia, con ocasión de la muerte de un hijo, la Sala ha manifestado y así lo viene reconociendo, que habrá lugar al pago de dicha indemnización hasta que la víctima haya alcanzado la edad de 25 años, pues se presume que a partir de ese momento de la vida, éste decide formar su propio hogar. No obstante, si el padre o la madre acreditan que dependían económicamente de su hijo por la imposibilidad de solventarse o valerse por sí mismos, dicha indemnización podrá calcularse hasta la vida probable de aquellos
. 

Según los registros civiles de nacimiento que obran en el proceso, se encuentra acreditado que el señor Rodrigo Alexánder Rojas Cortés al momento de su muerte tenía de 25 años de edad, su hermana Sandra Jeanette 29 y su hermano John Fáber Rojas Cortés 20 años. (fls. 3, 5 y 6 cdno. 2)

Así las cosas, la Sala considera que si bien existen varios testimonios que indican que el señor Rodrigo Alexánder Rojas Cortés le brindaba alguna ayuda económica a su madre y a sus hermanos, también lo es que en el plenario no existe prueba alguna que acredite que estos dependían económicamente de él o que estuvieran en imposibilidad de solventarse o valerse por si mismos; por el contrario, se encuentra plenamente establecido que al momento del deceso del señor Rodrigo Alexánder Rojas Cortés sus hermanos eras mayores de edad y se encontraban en posibilidad de velar económicamente por su madre en el evento de que ella lo llegase a necesitar.
Bajo esa perspectiva, la Sala negará la solicitud de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, formulada por la madre y hermanos del fallecido Rodrigo Alexánder Rojas Cortés. 

Perjuicios morales para la familia del Agente Leonel Tapiero Calderón
Por la muerte de Leonel Tapiero Calderón concurrieron al proceso, su compañera permanente: Luz Mary Valencia y su hija: Ibsharon Leonela Tapiero Valencia, según se desprende de la demanda y de los poderes debidamente conferidos a su apoderado judicial (fls. 2 cdno. 2).       
Los actores solicitaron, por concepto de perjuicios morales, una suma equivalente, en pesos, a 1000 gramos de oro, para cada uno de ellos (fls. 162 y 163 cdno. 2).  
En relación con el parentesco de los actores con el señor Leonel Tapiero Calderón, obran en el proceso las siguientes pruebas:

1. Registro civil de nacimiento de Ibsharon Leonela Tapiero Valencia, expedido por la Registradora Municipal de Chaparral, en la que se indica que es hija de Luz Mary Valencia y Leonel Tapiero Calderón (fl. 127 cdno. 2).

   2. En cuanto al vínculo entre el señor Leonel Tapiero Calderón y la señora Luz Mary Valencia, el señor Germán Rubiano Páez, en la declaración que rindió ante el  Tribunal Administrativo de Cundinamarca, señaló:

“Yo al finado Leonel Tapiero lo distinguí hace unos quince años de aquí Ibagué, criado aquí, vivía en el barrio Restrepo; posteriormente ingresamos a la policía y me ausenté como diez años; posteriormente vinimos a trabajar juntos en Chaparral como en el año noventa y siete, él era tripulante o escolta mío allá en por lo que yo era más antiguo que él. Allá en Chaparral vivía con la señora Luz Mary y las dos niñas, entre ellas una como de cuatro o cinco meses y dentro de las conversaciones que yo tenía con él me decía que la había distinguido en Florencia y que vivía con él… yo me veía con él aquí en Ibagué cuando venía, él se había trasladado para Planadas con su familia, con la señoras y las niñas, una se llamaba Isaru (sic) era la segunda, tenía más de doce meses, la otra se llama Camila, es la más grandecita… la esposa era ama de casa, dependían de él…”(fls. 1 y 2 cdno. 3)

Sobre el particular, la señora Norma Constanza Avendaño Gutiérrez, manifestó:

    “PREGUNTADA: Cómo estaba conformada la Familia de él [ Leonel Tapiero Calderón]: CONTESTO: La señora Luz Mary Valencia, la niña que ella tenía Camila, tiene aproximadamente siete años y la otra niña la de él que tiene ahorita unos cuatro años, vivían todos cuatro en una misma casa, en un apartamentico…él era muy especial con ellas, él quería mucho a la otra niña como si fuera la hija de él y ella tambien lo trataba como si fuera el papá…” (fl. 2 cdno. 3)  
De conformidad con los testimonios transcritos, la Sala encuentra acreditada la convivencia permanente entre el señor Leonel Tapiero Calderón y la señora Luz Mary Valencia. En consecuencia, atendiendo la magnitud e intensidad del daño sufrido por los actores con la muerte de Leonel Tapiero Calderón, por cuanto las reglas de la experiencia hacen presumir que el óbito de un pariente cercano causa un profundo dolor y angustia en quienes conforman su núcleo familiar, en atención a las relaciones de cercanía, solidaridad y afecto, la Sala condenará a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional, a pagar, por concepto de perjuicios morales, la suma de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes en favor de Luz Mary Valencia e Ibsharon Leonela Tapiero Valencia, respectivamente.

Perjuicios materiales. 

Lucro cesante.

Por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, los actores solicitaron la suma de $134.597.854 en favor de la señora a Luz Mary Valencia y $61.167.545 para la menor Ibsharon Leonela Tapiero Valencia, cantidades correspondientes a las sumas que el occiso Leonel Tapiero Calderón dejó de percibir en el cargo de agente de policía que desempeñaba (fls. 162 a 166 cdno. 2) 

En el sub judice está demostrado que el señor Leonel Tapiero Calderón era agente de la Policía Nacional y que devengaba un salario de $639.116, incluidas las prestaciones sociales a las que tenía derecho. (fl. 200 cdno. 3) 

Aplicando la fórmula utilizada para actualizar la renta, se tiene que la renta actualizada (Ra) es igual a la renta histórica (suma devengada por la víctima) multiplicada por el índice de precios al consumidor del mes anterior a la sentencia proferida por la Sala, dividido por el índice de precios al consumidor vigente en el mes en el cual ocurrieron los hechos. 


            índice final –  abril / 2011   (107,25)

Ra = R ($639.116)         ------------------------------------------------------------ = 


            índice inicial – abril/ 1998 (49.64)

Ra = $1’380.845
A éste valor se le deducirá un 25%, monto que se presume la víctima destinaba para sus gastos personales, para un total de $1’035.274.  Con el 50% de la suma anterior, esto es $517.637, se liquidará la indemnización debida y futura reclamada por la compañera permanente supérstite y con el otro 50%, se liquidará la indemnización debida y futura en favor de su hija.
Para Luz Mary Valencia (cónyuge supérstite)

Indemnización debida

Comprende el período transcurrido desde la fecha de los hechos, 25 de abril de 1998, hasta la fecha de esta sentencia, para un total de 157,00 meses.

Aplicando la fórmula, se tiene lo siguiente:

S = Ra (1+ i)n - 1 

                 i

S = $517.635 (1+ 0.004867)157,00- 1 

                   0.004867

S= $121.578.864
Indemnización futura

Comprende el período transcurrido desde el día siguiente de esta sentencia, hasta la vida probable del occiso, pues era el mayor de los dos. De conformidad con las tablas de supervivencia se estimó la vida probable del occiso en 43,5 años, para un total de 522,00 meses, teniendo en cuenta que la víctima tenía 31 años de edad cuando murió, según el registro civil de nacimiento.

A los 522,00 meses deberá restársele 157,00 meses, los cuales ya fueron indemnizados, para un total de 365,00 meses.  

Aplicando la fórmula, se tiene:

S = Ra (1+ i)n - 1 

i (1+ i) n
S = $517.635     (1+ 0.004867)365,00- 1 


 0.004867 (1+ 0.004867)365,00
S = $88.279.031 

Sumados los valores de la indemnización debida y futura se obtiene un valor total de $209.857.895 
Para Ibsharon Leonela Tapiero Valencia
Indemnización debida

Comprende el período transcurrido desde la fecha de los hechos, 25 de abril de 1998, hasta la fecha de esta sentencia, para un total de 157,00 meses. 
Aplicando la fórmula, se tiene lo siguiente:

S = Ra (1+ i)n - 1 

                 i

S = $517.635 (1+ 0.004867)157,00- 1 

                   0.004867

S= $121.578.864
Indemnización futura 

Comprende el período transcurrido desde la fecha de esta sentencia hasta el 28 de agosto de 2021, fecha en la cual Ibsharon Leonela Tapiero Valencia cumplirá la edad de 25 años, pues nació el 28 de agosto de 1996, según el registro civil de nacimiento (fl. 127 cdno. 2), para un total de 123,27 meses. 

Aplicando la fórmula, se tiene lo siguiente:

S = Ra (1+ i)n - 1 

i (1+ i) n
S = $517.635   (1+ 0.004867)123.27– 1 

 
0.004867 (1+ 0.004867)123.27
S= $47.904.155
Sumados los valores de la indemnización debida y futura se obtiene un valor total de $169.483.019
Condena en costas

Por último, la Sala revocará la condena en costas impuesta por el a quo, como quiera que no se considera que los actores hayan actuado de manera temerario o con mala fe, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 171 del C.C.A., modificado por el artículo 55 de la ley 446 de 1998.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:
REVÓCASE la sentencia de 15 de marzo de 2001, proferida por el Tribunal Administrativo del Tolima, y en su lugar se resuelve:

Primero: DECLÁRASE patrimonialmente responsable a la Nación –Ministerio de Defensa- Policía Nacional- por la muerte de los señores Rodrigo Alexánder Rojas Cortés y Leonel Tapiero Calderón, de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

Segundo: CONDÉNASE a la Nación –Ministerio de Defensa- Policía Nacional- a pagar, por concepto de perjuicios morales, la suma de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes, en favor de las siguientes personas: Myriam Cortés Barrero, Luz Mary Valencia e Ibsharon Leonela Tapiero Valencia.

Tercero: CONDÉNASE a la Nación –Ministerio de Defensa- Policía Nacional- a pagar, por concepto de perjuicios morales, la suma de 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes, en favor de Sandra Jeanette Rojas Cortés y John Fáber Rojas Cortés, respectivamente.

Cuarto: CONDÉNASE a la Nación –Ministerio de Defensa- Policía Nacional-a pagar a la señora Luz Mary Valencia, por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, la suma de $209.857.895.
Quinto: CONDÉNASE a la Nación –Ministerio de Defensa- Policía Nacional-a pagar a Ibsharon Leonela Tapiero Calderón, por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, la suma de $169.483.019.
Sexto: NIÉGANSE las demás pretensiones de la demanda.
Séptimo: Sin condena en costas.

Octavo: Dése cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo, para lo cual se expedirá copia de la sentencia de segunda instancia, conforme con lo dispuesto en el artículo 115 del Código de Procedimiento Civil. 

Noveno: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE,  Y CÚMPLASE 

GLADYS AGUDELO ORDÓÑEZ  


          HERNÁN ANDRADE RINCÓN

MAURICIO FAJARDO GÓMEZ
� Sentencia de julio 7 de 2005, expediente 20.300.


� Sentencia de febrero 21 de 2002, expediente 12.789


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 6 de septiembre de 2001, expediente 13.232-15.646, actor: Belén González y otros – William Alberto González y otra.


� Ver sentencia de 8 de julio de 2009, expediente 17.191, Sección Tercera, Consejo de Estado.





